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Reflexiones

Políticas clientelísticas, usos indebidos del aparato del estado,  burocracia ine-
ficiente, ausencia de transparencia y de participación, e inexistencia de control
social de la gestión pública en general, derivan y favorecen el ejercicio de go-
biernos corruptos, en los que el fin de la política es el enriquecimiento personal
y no el trabajo para y por la gente.  En este contexto mejorar y aumentar la pro-
ducción, la competitividad y, en definitiva, el desempeño económico no están
entre sus metas, ni pueden estarlo.

En la medida en que estos procesos se consolidan, comprometiendo, uno a
uno, todos los poderes políticos, el deterioro moral avanza y llega a la pobla-
ción, a la sociedad civil.  Y así algunos ciudadanos arriesgan también su ética
en este accionar perverso, mientras otros van alejándose más y más de la políti-
ca, en sus formas y manifestaciones tradicionales. Se produce un creciente de-
sinterés por la política y los políticos en su versión comúnmente conocida, ante
la evidencia de que este funcionamiento viciado e inmoral es estructural y sisté-
mico.  

Sin embargo, sólo más política, otra política, puede revertir este proceso.   
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Introducción

Vivimos, ya sin duda, una Argen-
tina en ruinas.  

Ahora surgen las evidencias, tan-
tas veces negadas: somos pobres
y latinoamericanos, nunca estuvi-
mos en la carrera hacia el primer
mundo, no fuimos ricos aunque
nos ilusionamos, y repentinamen-
te hemos sido degradados en el
contexto mundial de naciones. 

Pero además, por si fuera poco,
estamos bordeando la anarquía y
la desestructuración nacional. Al
punto que hay quiénes se pregun-
tan si existe una Nación donde no
hay cohesión social, donde no hay
confianza, ni comunidad de intere-
ses, ni justicia social. ¿Es posible,
entonces, reconstruir una Argenti-
na soberana y con intereses man-
comunados en pos de la justicia
social?. 

El objetivo de este artículo es,
precisamente, plantear la impor-
tancia que la cuestión institucional
tiene para esa reconstrucción de
otra Argentina, equitativa y justa.

Antecedentes

El quiebre institucional que se ha
producido en el país como resulta-
do de la secuencia de hechos de
violencia y conflicto social es el
desenlace de una crónica anun-
ciada.   Ya hace más de un lustro
que, a partir de un análisis de la si-
tuación de la economía nacional y
provincial, expresábamos pública-
mente (Manzanal, 1995: 81)

nuestro desacuerdo explícito con
este modelo de política económi-
ca, diciendo: “en un país con las
características sociales, económi-
cas, poblacionales y regionales de
la Argentina y bajo un sistema de-
mocrático, la política de ajuste or-
todoxo con convertibilidad fija no
puede mantenerse.  Las emergen-
cias económicas provinciales re-
sultantes del ajuste desemboca-
rán en repetidos conflictos socio-
regionales...”. Entonces alertába-
mos que esto conduciría a (ibi-
dem: 79):  “un estado de situación
incompatible con la paz social.  ...
(que) profundizará el conflicto en-
tre provincias y Nación;  y el incre-
mento de la desocupación y subo-
cupación conducirá a grados de
pobreza que resultarán inacepta-
bles social y políticamente.”

Esta y otras posturas similares
fueron sostenidamente desvalori-
zadas o bien ignoradas, y no sólo
por los políticos, también por aca-
démicos y comunicadores.  Hoy
existe una nueva oportunidad,
producto de esta crisis calificada
ahora como “terminal”, para rever
el rumbo del desarrollo nacional.
Pero construir una alternativa sólo
será posible si extraemos las en-
señanzas que nos aporta nuestro
pasado reciente.

Precisamente, el presente análi-
sis se enmarca en el proceso de
reestructuración económica que
condujo a modificaciones y deses-
tabilización del modelo institucio-
nal previo. 

El plan de convertibilidad del mi-
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nistro Cavallo de 1991 marca un
hito a partir del cual la desregula-
ción de los mercados y las privati-
zaciones generalizadas modifica-
ron definitivamente la realidad so-
cioeconómica del país como un
todo (si bien estos cambios fueron
posibles por las transformaciones
básicas impuestas por la dictadu-
ra militar que asoló a la Argentina
desde el 24-3-1976). 

Buena parte de la dinámica eco-
nómica de la primera mitad de la
década de los ´90 ha estado vin-
culada con las privatizaciones, cu-
yos ingentes recursos han poten-
ciado el accionar corrupto en los
acuerdos y arreglos respectivos.
Los negocios de entonces se cen-
traron en el sector servicios, en
mercados cautivos, en bienes no
transables; concretando un mode-
lo rentístico que, al igual que en la
época de la sustitución de impor-
tación, construyó sus ganancias y
su patrimonio bajo el paragua pro-
tector del estado (sea con subsi-
dios o con acuerdos espurios).
Este modelo está agotado.  Ha
dejado como herencia una enor-
me desocupación y desigualdad
social que atenta contra su propia
continuidad y permanencia.  

Por otra parte, el ajuste y la rees-
tructuración  fue acompañado por
instituciones adecuadas a sus
propios intereses ilegítimos.  La
viabilidad del modelo fue posible
porque operó con instituciones
envilecidas, con las cuales no ca-
be la posibilidad de que la Argen-
tina pueda desarrollar su econo-

mía, y tampoco entrar al contexto
competitivo mundial.  

El modelo clientelístico, centrado
sobre obtener votos y apoyo eco-
nómico y político, ha sido una
constante en la que están com-
prometidas tanto instituciones del
sector público como del privado
(empresarios en su mayoría de
los estratos de mayor poder eco-
nómico). Este funcionamiento,  en
definitiva, perjudica a la población
en general, a los empresarios no
alcanzados por los negociados y
prebendas, el desempeño econó-
mico del país como un todo.  El
crecimiento económico fue parcial
y concentrado. En el mediano y
largo plazo el aumento, la difusión
y la expansión e interacciones del
funcionamiento corrupto termina
inhibiendo la actividad económica
como un todo, al incrementar los
costos de la producción, la seguri-
dad, el bienestar social en gene-
ral. 

Se trata de estilos de acción en
los que es nula la difusión y la
transparencia del accionar del
sector público y privado involucra-
do. Son formas de gestión que
funcionan bajo secreto, con nor-
mas ocultas, total o cercanamente
vinculadas con la corrupción, y cu-
ya difusión altera los distintos esti-
los de vida de la sociedad.

En este contexto, lo frecuente es
que las normas y prácticas, forma-
les e informales, que reglan el ac-
cionar económico y político, ca-
rezcan de regularidad, de perma-
nencia, de continuidad, de respeto



y de ejecución universal y genera-
lizada. Son los sectores privados
con mayor poder económico los
que tienen la posibilidad de pre-
sionar a los gobiernos de turno
para obtener prebendas, normas
y leyes que los favorezcan.  

El funcionamiento económico y
político al amparo de prácticas
vinculadas con el lobby perma-
nente, el clientelismo, el subsidio,
la corrupción, ha constituido una
realidad en expansión en la última
década, ayudada por los cuantio-
sos fondos e intereses generados
en torno de las privatizaciones del
capital nacional. 

Además, el estado ha sido el pri-
mer promotor del accionar preca-
rio y en negro del mercado laboral
-la reducción lisa y llana del plan-
tel en relación de dependencia fue
reemplazada por empleados con-
tratados, sin retenciones para la
previsión, la seguridad y la asis-
tencia social-.  La ausencia de se-
guimiento y control para evaluar
los productos y resultados de los
servicios prestados, en cuanto a
su efectividad, eficiencia y cali-
dad, favorece y potencia la pre-
sencia de dudosas praxis en las
instituciones públicas. 

El país vive una crisis económica
pero, fundamentalmente, es una
crisis de confianza de su modelo
institucional y político. Se ha llega-
do a un estadio en que el tipo de
inversiones que pueden movilizar
la competencia, ampliar el merca-
do interno, generar divisas a partir
del mercado externo e ingresos

con el pago de impuestos, no tie-
ne factibilidad económica, su ren-
tabilidad se anula o se torna invia-
ble dado el marco de incertidum-
bre y corrupción que asola el país
(y esto sólo en términos de conse-
cuencias económicas, sin consi-
derar los, aún más graves, proble-
mas éticos y de degradación de
valores que acarrea).  

Por otra parte, el ajuste se tradu-
jo en continuos procesos de rees-
tructuración y desestructuración
de las instituciones del sector pú-
blico y privado, pero  no siempre
modificó el modelo preexistente,
porque la resistencia al cambio
desde diferentes grupos corporati-
vos fue fuerte y la descentraliza-
ción fue, en la mayoría de los ca-
sos, de funciones y no de recur-
sos. Se caracterizó por constituir
una “desestatización” más que
una democratización de la gestión
pública.  El impacto más importan-
te de la descentralización de la
gestión pública fue la racionaliza-
ción que llevó al despido de nu-
merosos funcionarios, pero no a la
transformación del modelo institu-
cional. Coraggio (1997:51) sostie-
ne que el modelo “descentraliza-
do” se ha instalado en un sistema
institucional político, jurídico y ad-
ministrativo caracterizado por su
gran inercia, y más que sustituir al
anterior, lo común ha sido que só-
lo se “superpuso” sobre el que
buscó mejorar. 

Ahora, estamos en un momento
de transición gubernamental iné-
dito: el 20 de diciembre de 2001
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se ha resquebrajado la estabilidad
política impulsada por la ruptura
de las reglas, las normas y los
contratos que regulaban la activi-
dad económica y social, llevando
a la sociedad civil a rebelarse con
saqueos y cacerolazos.  

¿Cuál es el origen de este quie-
bre institucional que ha producido
grados de incertidumbre incompa-
tibles para el desempeño econó-
mico general y para la convivencia
social en democracia?

Hace escaso tiempo ha comen-
zado a aceptarse pública y con-
sensuadamente que esta crisis es
producto de las políticas de ajuste
macroeconómico, adoptadas in-
distintamente por gobiernos radi-
cales y justicialistas. ¿Por qué
costó tanto comprender esta reali-
dad? Por la hegemonía del pensa-
miento neoliberal en escala glo-
bal, por el pensamiento único, por
temor al disenso y a la hiperinfla-
ción, y por algunos logros de la
convertibilidad que bloquearon to-
do pensamiento crítico que pudie-
ra vislumbrar los costos futuros de
este modelo. 

¿Quiénes fueron los gestores del
modelo neoliberal y los actores
responsables de esta crisis?.  El
modelo consolidado en la Argenti-
na a lo largo del último cuarto de
siglo se gestó en el centro del po-
der mundial. En particular, el ajus-
te neoliberal (basado sobre las
privatizaciones, la desregulación y
la liberalización de los mercados)
se delineó en los Consensos de
Washington de los años ‘80, aun-
que el ex presidente Menem y el

ex ministro Cavallo se enorgullez-
can atribuyéndose su paternidad y
se la disputen entre sí.

El FMI es responsable de la cri-
sis que hoy estamos viviendo. Ha
exigido la aplicación de sucesivos
ajustes, forzando la aplicación de
medidas de austeridad extremas
(sin importar si ello implicaba re-
tenciones salariales y previsiona-
les) con la principal preocupación
de asegurarse el excedente nece-
sario para afrontar los pagos de la
deuda.

Pero esto, corresponde decirlo,
no le quita responsabilidad a los
dirigentes políticos y especial-
mente a aquéllos pertenecientes a
alguno de los dos partidos mayori-
tarios de la democracia (justicialis-
tas y radicales) que en su sucesi-
va gestión aplicaron obediente-
mente la política de ajuste neoli-
beral, sin administrar su poder po-
lítico con soberanía y autonomía.
Al igual que el FMI, no se detuvie-
ron en sus efectos sociales o sólo
lo hicieron cuando la protesta ciu-
dadana amenazaba la paz social
o la estabilidad política. La mayor
parte de la clase dirigente fue in-
competente y administró la políti-
ca para su propio beneficio indivi-
dual. Todos están suficientemente
comprometidos con la aplicación
del modelo en sus distintas eta-
pas.

Del mismo modo que son res-
ponsables muchos empresarios
nacionales e internacionales pro-
motores y beneficiarios de las in-
gentes ganancias resultantes de
las privatizaciones, la desregula-
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ción y la apertura del mercado en
general. Tampoco la gran burgue-
sía nacional puede mostrar logros
propios e independientes de su
alianza permanente con el estado,
de las ventajas, subsidios y pre-
bendas que éste le reportó; lejos
está de mostrar una real asunción
del riesgo capitalista. 

En la asignación de responsabili-
dades no queda atrás la dirigencia
sindical, siempre vinculada con el
poder y los negociados y tan dis-
tante de sus representados, bus-
cando formas para controlar la
protesta y disciplinarla.

También debe reconocerse que
durante los años ´90 la población
en general apoyó la política eco-
nómica y la convertibilidad; los
movimientos de rebeldía fueron
aislados y visualizados como ex-
cepcionales, quizá porque en su
mayoría se concentraron en pro-
vincias extrapampeanas.  

Este apoyo de la sociedad fue
resultado de dos cuestiones cen-
trales. La primera, los logros eco-
nómicos de la convertibilidad que
hacían suponer que se iba por
buen camino. Así sucedió espe-
cialmente con la estabilidad eco-
nómica y la notable desacelera-
ción de la inflación. La segunda,
fue el proceso de  “disciplinamien-
to” que la sociedad argentina ex-
perimentó por partida doble. Por
un lado, producto de la represión
de la dictadura militar de la segun-
da mitad de los ´70 que, con sus
30.000 desaparecidos, intimidó
por años a la población a manifes-
tarse, a protestar y disentir.   Y por

otro, el temor a reincidir en la hi-
perinflación de 1989-1990 (80%
mensual en febrero de 1990) con
sus pérdidas  económicas y socia-
les. De aquí que la convertibilidad
se constituyera en una bisagra, en
un antes y un después, que debi-
litó y postergó por años el cuestio-
namiento al modelo económico.
Pasar de los tres dígitos anuales
(e incluso cuatro) de la hiperinfla-
ción a 0 (e incluso a valores nega-
tivos) era una realidad impensada
en una Argentina acostumbrada a
vivir en un contexto inflacionario
alto y permanente desde media-
dos de los ´70.

En síntesis, dictadura militar, re-
presión, deuda externa, democra-
cia controlada por partidos políti-
cos dependientes y asociados con
el poder económico, hiperinfla-
ción, convertibilidad, pensamiento
único, es la sucesión de procesos
esenciales que desnudan las ra-
zones del estancamiento de largo
plazo que ha conducido a la ines-
tabilidad política del presente.  

Pero, además, para organizar
nuestro futuro, no deberíamos
desconocer que vivimos un proce-
so recesivo iniciado hace más de
un lustro y que el riesgo de pro-
fundizarse, llegando hasta la
anarquía y la disgregación nacio-
nal no es lejano. No ha existido un
período tan prolongado de rece-
sión como el actual en la historia
nacional, aunque sus fluctuacio-
nes estacionales han ocultado su
extensión y su profundidad.  Al es-
tancamiento de la hiperinflación
de 1989-1990, siguió el auge de la
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convertibilidad hasta 1995, mo-
mento en que se dispararon los
índices de desocupación; luego
vino la recuperación de 1997-98
que desapareció con la recesión
de 1999 prolongada hasta el pre-
sente.  De este modo, el modelo
político y económico ha llevado a
una crisis que no es coyuntural,
que ha afectado las instituciones y
las estructuras productivas nacio-
nales. En consecuencia, el daño
al crecimiento, al empleo, al nivel
de vida, a la confianza institucio-
nal, permanecerán por muchos
años.  

Precisamente es nuestro interés
en este artículo, plantearnos la
posibilidad de una nueva Argenti-
na que, aunque remota, constitu-
ya un proyecto de intereses man-
comunados hacia la construcción
de la Nación que, más o menos
concientemente, fuimos destru-
yendo y perdiendo a lo largo, por
lo menos, de los últimos 30 años.

La Argentina es un país con re-
cursos humanos y naturales reco-
nocidos internacionalmente, con
escasa población, comparativa-
mente, como para poder plantear-
se el desafío de ampliar significa-
tivamente el mercado interno y
proyectarse competitivamente ha-
cia el externo.  ¿Cuáles son nues-
tras carencias?.  Son el débil y os-
curo funcionamiento institucional,
público y privado, con normas y
reglas que no se respetan o se
hacen para no ser cumplidas, o en
beneficio propio o de una minoría.
A los dirigentes de nuestro país y
también a la sociedad argentina le

ha faltado grandeza, entrega, soli-
daridad y humildad.

Sobre la superación o no del mo-
delo institucional vinculado con el
desarrollo  giran nuestras preocu-
paciones, como se verá en lo que
sigue.

Por una transformación
institucional con mayor
control social

La crisis que estamos atravesan-
do conlleva redefinir los contratos
y los derechos ciudadanos, e
identificar las nuevas reglas de
convivencia, de  justicia y de ges-
tión social; a renovar la visión
sobre el rol del estado y a indagar
acerca de los resultados de la in-
teracción entre el estado, la socie-
dad civil y el sector empresario y
productor, en los casos que así se
ha dado.  

Para esto partimos de ciertas
realidades que están actualmente
operando.  En primer lugar, obser-
vamos un funcionamiento diferen-
te del estado (“estado transversal”
según Oszlak; 2001: 30) dónde ya
no sólo la Nación decide, sino que
cada vez toman más relevancia
las opiniones y posiciones de los
gobiernos provinciales y, aun de
los municipios. A esto es impor-
tante sumarle las fuerzas sociales
representativas de la sociedad ci-
vil, para que el estado se torne
más participativo y solidario con
los sectores de menores recursos,
productores, pequeñas y media-
nas empresas. 
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El estado como interacción de la
Nación, las provincias, los munici-
pios, las organizaciones represen-
tativas de diferentes actores so-
ciales públicos y privados posibili-
tará, en lo político: 
a) La gestación de un nuevo polo

de poder en condiciones de en-
frentar al verdadero beneficiario
de la globalización y la integra-
ción regional: la elite del capital
más concentrado resultante de
los nuevos procesos de acumu-
lación. La participación y ges-
tión de los beneficiarios confor-
ma una valla de contención pa-
ra los negociados entre el sec-
tor público y privado y, en gene-
ral, para todo accionar burocrá-
tico, fraudulento y corrupto.

b) La refundación de la solidaridad
social y política a través de las
formas asociativas, las redes.
Es a partir de este accionar que
se viabilizará la reconstrucción
de los derechos ciudadanos y
de las nuevas reglas de convi-
vencia, de justicia y de gestión
social y económica. 

En lo económico será, entonces,
factible fomentar políticas de: (a)
crecimiento del producto y de la
productividad y (b) redistribución
de ingresos, como opción a las
políticas de ajuste, equilibrio fiscal
y concentración económica. Am-
bas son necesarias para avanzar
hacia una reducción de la polari-
zación social, de la enorme  bre-
cha entre los sectores de mayores

y menores ingresos.  
Para lo anterior obviamente que

el camino es el aumento de la pro-
ducción, de la productividad y la
redistribución del producto a favor
de los sectores postergados por el
modelo de ajuste.  Sin embargo,
para controlar que el crecimiento
no lleve a mayor concentración
económica, es necesario dirigirlo
a través de instrumentos de políti-
ca fiscal y de control social1. 

Un modelo más equitativo y de
mejor distribución,  no sólo permi-
tirá la inserción plena en el apara-
to productivo nacional de los sec-
tores marginados, desocupados  y
excluidos, sino también facilitará
la gestación de un proceso de cre-
cimiento acumulativo.

Entonces, en el presente la viabi-
lidad de un desarrollo nacional y
regional ya no queda en las ma-
nos exclusivas de la política públi-
ca o del “Estado del bienestar”
desde la expansión del gasto fis-
cal.  La reducción del sector públi-
co, la política del estado “minima-
lista”, el avance del sector más
concentrado del capital y de los
organismos internacionales en la
gestión de la política pública, las
limitaciones operadas sobre la so-
beranía nacional (más aún en paí-
ses del tercer mundo) conlleva a
que el “desarrollo” dependa cada
vez más de la interacción conti-
nuada y permanente entre el ac-
cionar del estado (organismos de
gestión, de investigación, de sa-
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lud, de educación) del sector em-
presario (grandes, pequeñas y
medianas empresas, productores
independientes –en ambos casos
sea en el ámbito de la producción
o de los servicios) y de las organi-
zaciones cooperativas y solidarias
(ONG´s, iglesias, cooperativas,
cooperadoras, gremios, sindica-
tos).   

Para que esta “interacción” hori-
zontal entre estado, empresas y
sociedad civil posibilite el “desa-
rrollo” es una condición  sine qua
non, la transformación institucio-
nal,  nuevas o renovadas institu-
ciones en todos los ámbitos (pú-
blicos y privados). Instituciones
que promuevan un accionar trans-
parente, solidario y democrático
es el punto de partida para erradi-
car los modelos clientelísticos,
prebendarios y corruptos.

Para esto, previamente, deberá
operarse la resignificación de la
política2, o dicho de otro modo, la
mayor participación de las mayo-
rías hoy excluidas de las decisio-
nes. Sólo con  mayor participación
estos sectores sociales lograrán
“poder” para ser reconocidos en la
toma de decisiones.  A partir de su
lucha cotidiana en el juego contra-
dictorio de las fuerzas sociales
(que en definitiva definen “la polí-
tica”) serán el contrapeso de los

tradicionales lobbies empresarios,
del sector financiero, de los tene-
dores de deuda.  

Es decir, un nuevo modelo insti-
tucional no va a surgir por genera-
ción espontánea, puede ser dirigi-
do pero también necesita ser con-
quistado, y ello sólo es posible a
través de la construcción de otro
polo de poder político centrado
sobre las mayorías hoy excluidas,
con el objetivo de hacer valer los
derechos ciudadanos a una vida
digna. 

Pero este objetivo no puede lo-
grarse sino es en un contexto de
búsqueda del consenso, de com-
patibilización de intereses, de
aceptación de las opiniones ma-
yoritarias (aunque sean perjudi-
ciales para algunos) y de recono-
cimiento del rol que juega el cono-
cimiento o el conocimiento exper-
to en numerosas decisiones (véa-
se Brett, T.; 1999:27)

Este enfrentamiento contradicto-
rio entre mayor participación y su
praxis concreta es difícil, pero ne-
cesario para avanzar hacia el
cambio institucional y el desarrollo
económico. Este es, además,  el
proceso que conducirá hacia esa
“redefinición de la política” que
eclipsará su desvalorización del
presente.  
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rritoriales, institucionales).



Por otra parte, aumentar la parti-
cipación de los distintos actores
(sea en forma inducida o autóno-
ma) a través del desarrollo de sus
organizaciones y de su mayor ca-
pacitación, es el reaseguro de la
democratización real de la socie-
dad.  Es decir, es la garantía de la
gestión democrática y transparen-
te y del control de la aceptación y
cumplimiento de las normas y re-
glas en forma generalizada y con
criterio igualitario y/o ecuánime
para el conjunto de la población.  

De todos modos, movilizar a los
sectores sociales mayoritarios en
la dirección aquí expuesta deman-
da nuevas utopías. Creemos, pre-
cisamente, que en la descomposi-
ción ética del presente está el ger-
men de una salida posible. Y es-
pecíficamente, consideramos que
la transformación institucional es
el sendero para dirigirse hacia la
recuperación de la ética y de los
valores del accionar político en sí
mismo.  

Avanzar hacia un cambio institu-
cional significa, sin embargo:
construir desde la estructura vi-
gente, generando conocimiento,
aprendizaje y certidumbre cre-
ciente. La condición es acordar
consensuadamente la aplicación
regular, generalizada y democráti-
ca de normas y leyes, de gestión
y ejecución transparentes, y resul-
tantes de la participación de las
mayorías hoy excluidas del cono-

cimiento y de la discusión política
y pública.  

De todos modos, un nuevo mo-
delo institucional exige, primero,
conciencia sobre las limitaciones
del anterior.  Porque, sólo una vez
que se ha reconocido la ilegitimi-
dad institucional del presente, es
posible avanzar en la construc-
ción de un sendero de transforma-
ción fundado sobre la experiencia,
el conocimiento idóneo, el apren-
dizaje oportuno y las prácticas bu-
rocráticas y políticas éticas, auste-
ras y transparentes.  Un desafío
en la generación de conciencia
sobre el modelo institucional do-
minante sería encarar un “juicio
de responsabilidad institucional” o
de “derechos institucionales”, co-
mo se ha hecho con los juicios de
derechos humanos.

Finalmente, hoy existe un impor-
tante apoyo en el camino de per-
seguir una mayor transparencia
como condición para el cambio
institucional: Internet.  La red de
redes nos facilita el control cre-
ciente a favor de la transparencia
de la gestión en general y de la
pública en particular.  Con Internet
es posible la difusión por ejemplo
de: (a) los programas, los proyec-
tos, sus acciones, sus informes de
control y seguimiento, (b) las fuen-
tes de financiamiento, sus fondos
y aplicaciones, (c) los presupues-
tos, y las ejecuciones de los gas-
tos, (d) las contrataciones de ser-
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vicios y de bienes, (e) la compe-
tencia de los concursos,  de las
contrataciones de personal y su
compatibilidad con las normas le-
gales.  La difusión pública de es-
tos y otras actividades posibles
asegura, en primer lugar, el auto-
control por parte de los que están
comprometidos con ellas y, en se-
gundo lugar, el control por parte
de otros interesados en las mis-
mas y de la ciudadanía en gene-
ral.

Hacia la construcción de
opciones institucionales
de autogestión

Entonces, partimos de que una
transformación generalizada de
las instituciones (públicas y priva-
das) que supere incertidumbres y
genere certezas sobre el accionar
social, político, económico, es re-
quisito para un mejor desempeño
económico y en definitiva para sa-
lir de la crisis y avanzar hacia el
crecimiento productivo de largo
plazo  (véase North; 1995: 25).
Un buen desempeño económico
significa beneficios e ingresos re-
sultantes de los incrementos pro-
ductivos y de las mejoras tecnoló-
gicas,  y no del amiguismo, del
apoyo partidario, o de las prácti-
cas corruptas o mafiosas. 

El modo para llegar a esta trans-
formación institucional es comple-
jo, diverso y de facetas múltiples.
Se trata de formas, estrategias y
objetivos, que generen alianzas y
articulen e integren el accionar de

aquellos políticos, funcionarios,
empresarios, población en gene-
ral y sus organizaciones (producti-
vas, gremiales, técnicas, educati-
vas,  científicas,  sociales) com-
prometidos (por la acción o por
decisión) con cambios estructura-
les, con el desarrollo productivo y
tecnológico, con el bienestar so-
cieconómico de la población en
general, con la expansión del mer-
cado interno, con mejoras en la
distribución de los ingresos y en la
educación y con la elevación de la
calidad de vida en general.  Para
ello, como ya señalamos, son ne-
cesarios grados continuados y
progresivos de participación, or-
ganización y capacitación de la
mayoría de los actores involucra-
dos, con un accionar centrado en
la descentralización democrática
de las decisiones y de la ejecu-
ción. 

El rol del ámbito local 
El ámbito ideal para resignificar

la política y reconstruir dialéctica-
mente la relación entre el sistema
político y la sociedad, es el ámbito
de “lo local”,  el de “los lugares”, el
de la relación “cara a cara” entre
los individuos.   

En nuestra perspectiva, no con-
sideramos el desarrollo local co-
mo el ámbito de expresión de la
competencia entre lugares, muni-
cipios, regiones, para la atracción
de las inversiones del capital, pa-
ra la creación de “islas de moder-
nidad” en medio de la pobreza.
No adherimos al desarrollo endó-
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geno en estos términos.  Este ge-
nera dualización territorial en la
medida que entra en la lógica del
capital global.  Postulamos otro
desarrollo (que suele denominar-
se en escala humana) donde la
redistribución de los ingresos y el
mejoramiento permanente de la
calidad de vida de la sociedad lo-
cal son sus objetivos.  

Valorizamos la promoción del rol
del desarrollo local como otro ins-
trumento central para el desarrollo
socioeconómico nacional. El con-
tacto cotidiano cara a cara poten-
cia la posibilidad de un proceso de
cambio; además, porque es en
este territorio dónde se dirime el
ejercicio de la participación, de la
capacitación y de la organización
social, que posibilita el camino ha-
cia la autogestión del desarrollo,
empezando por el local. 

Nuestra postura (sostenida arri-
ba y en Manzanal, 1999: 96) es
que la promoción de los espacios
locales exige acentuar el conteni-
do político más que el económico
de las acciones e instrumentos de
desarrollo.  Entonces, para alcan-
zar un crecimiento productivo, que
al mismo tiempo sea redistributivo
y que viabilice un contexto territo-
rial con mejoras duraderas y cre-
cientes en las condiciones de vida
de la población local mayoritaria,
es prioritario fortalecer el accionar
político, social e institucional de
los ámbitos locales y en especial
de sus protagonistas. 

Desarrollo local significa trabajar
en el territorio, en el espacio de

los lugares, en el espacio de lo
público, donde se da la organiza-
ción de la cotidianeidad de la gran
mayoría de los seres humanos,
pero ello no implica prescindir del
espacio global.   Nos referimos a
avanzar en la comprensión de las
diferentes lógicas espaciales: la
lógica espacial de los lugares
frente a la lógica de los flujos.  Es-
tamos refiriéndonos en ambos ca-
sos a regularidades instituciona-
les (expresadas en reglas, nor-
mas, costumbres, formales o in-
formales) que en las cuestiones
que nos preocupan caracterizan y
vinculan con el ámbito de lo local
y el ámbito de lo global. 

Asumir este contexto de interpre-
tación, obliga a cambiar nuestras
categorías mentales y nuestras
políticas de gestión, buscando
otros enfoques sobre las distintas
formas de relación entre espacio y
sociedad, entre el ámbito local y el
global, entre política, territorio y
sus instituciones.

Centrarnos sobre el ámbito de lo
local es también apuntar a la con-
formación de lo que se conoce co-
mo “una atmósfera territorial”: ám-
bitos espaciales con dinámica y
crecimiento productivo y económi-
co, motorizados por el aprendiza-
je, la capacitación, la innovación.
Si éstas son las condiciones  para
entrar al mercado competitiva-
mente, que lo sean también a tra-
vés del aumento de la participa-
ción política y la descentralización
democrática de las organizacio-
nes.  Se trata de alcanzar en cada
ámbito territorial una reingeniería
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institucional dirigida a la autoges-
tión local del desarrollo y a la re-
distribución del ingreso local.

Estamos refiriéndonos a un pro-
ceso de participación, concienti-
zación y capacitación de la pobla-
ción, de los políticos y de los fun-
cionarios dirigido hacia otro mode-
lo de desarrollo local y regional,
participativo, transparente, e inte-
grador de las mayorías margina-
das.  En otras palabras, superador
del contexto territorial, institucio-
nal, político y socioeconómico del
presente, inviable para el desarro-
llo local o regional.  

La transición no es, de ningún
modo, automática, ni fácil.  Entre
otras cuestiones, porque nuevos
instrumentos de gestión y segui-
miento (públicos y privados) debe-
rán introducirse, con un estricto
control social, para producir la
transformación necesaria de los
modelos vigentes.   

Es en esta transición cuando se
torna estratégica la función de la
política, a partir de un nuevo mo-
do de ejercerla, que permita tran-
sitar el camino hacia la autoges-
tión del desarrollo local y regional.  

Asimismo, será necesario adop-
tar una perspectiva regional, his-
tórica y de mediano plazo (por no
decir de largo plazo). Porque nin-
gún desarrollo es posible en el
marco limitado de un grupo de fa-
milias, un territorio y una coyuntu-
ra particular.  El análisis histórico,

la interpretación de los procesos
regionales en su devenir, la com-
prensión del tipo de inserción del
territorio en el contexto global, la
proyección de escenarios futuros
de mediano plazo, y la promoción
de la autogestión del desarrollo,
constituyen los pilares de una pro-
puesta factible que contenga a las
mayorías hoy excluidas y empo-
brecidas.

Por “otra” descentralización
y hacia la institucionaliza-
ción de la participación

Avanzar sobre las “inercias” ins-
titucionales y renovar el espacio
estatal, requiere una transforma-
ción democrática de las institucio-
nes en general. Significa aceptar
el riesgo de incorporar el funcio-
namiento contradictorio y conflicti-
vo entre los procesos de descen-
tralización operados desde arriba
vs. los empujados desde las ba-
ses. 

La “descentralización” se torna
estratégica, en la medida que a
partir de ella se posibilita la partici-
pación de la población involucra-
da en las funciones y en las deci-
siones del sector público. Una
“descentralización” que construya
el sendero hacia el “autogobier-
no”, porque se trata de la “descen-
tralización” que se hace “desde
abajo pero dentro del espacio que
abre la iniciativa de descentraliza-
ción que viene desde arriba” (Pfr.
Coraggio, ibidem: 53).3
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En un contexto de autogestión
de los actores locales, el funciona-
miento clientelístico de compen-
sación social de los gobiernos lo-
cales y provinciales se torna invia-
ble. Se conforma paulatinamente
otro desarrollo local, aquel que se
levanta desde la participación, la
organización y la capacitación de
la población. 

Por participación entendemos,
no una mera forma declamativa,
sino un proceso paulatino de insti-
tucionalización de la participación
para garantizar la presencia de las
mayorías en las decisiones de
gestión local, en la autogestión.
Entonces,  la participación es un
proceso dialéctico en continua
transformación, a partir del cual la
población organizada avanza per-
manentemente (con las contradic-
ciones de todo proceso social) ha-
cia la conquista de espacios insti-
tucionales de decisión y, de este
modo, modifica el curso de las de-
cisiones de otros sectores, con el
objetivo de viabilizar otro tipo de
desarrollo local, redistributivo y
con mejoras en las condiciones de
vida. Del mismo modo, postula-
mos la institucionalización de la
capacitación y de la organización
de los sectores populares. 

La participación, la capacitación
y la organización son variables in-
terrelacionadas, que se retroali-
mentan en su accionar conjunto,
son partes de una misma unidad
que alimenta los procesos de de-
mocratización de la gestión públi-
ca.  Esta interdependencia se ex-

presa en que no hay participación
sin organización. Por un lado, se
necesita de la organización social
representativa de distintos tipos
de intereses particulares para
gestionar procesos de capacita-
ción y profundizar la participación
ciudadana.  Por otro, la población
tiene que avanzar en su capacita-
ción en diversas áreas y temáti-
cas, en forma permanente, para
que efectivamente sea posible un
proceso de autogestión local y
control social. Conjuntamente, la
población en general, y en espe-
cial la población local, tendrá que
asumir un rol y un compromiso de
acción política inéditos hasta el
presente.

Si bien la estabilidad democráti-
ca es una condición, es sabido
que ella se fortalece y consolida
con la plena participación de la
mayorías como protagonistas de
su propio desarrollo (Coraggio,
ibid., 83). Se trata de “impulsar sin
ambigüedades la participación ex-
tendida de la población en la dis-
cusión y resolución de los proble-
mas nacionales, sectoriales y re-
gionales... encarar el desafío coti-
diano de dirigentes dispuestos a
dar la ¨cara al pueblo¨”  (Coraggio;
ibid: 25, cursiva nuestra).  Es ne-
cesario internalizar y comprender
que éste es el único modo de ven-
cer los movimientos de tipo reivin-
dicativo y la mercantilización de la
política y dirigirse hacia una reva-
lorización de lo político y lo cultu-
ral.
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El sistema institucional 
territorial como garante
del desarrollo económico
y productivo

Como ya lo expresamos, lo ante-
rior no significa minimizar la im-
portancia del desarrollo económi-
co y productivo, sino sólo subra-
yar las cuestiones que considera-
mos prioritarias (con énfasis en “lo
político”) y que en el ámbito del
pensamiento tradicional económi-
co son aspectos secundarios o
inexistentes. También nos importa
incorporar la relación entre territo-
rio y producción de conocimiento
para la generación de ventajas
competitivas dinámicas, entre pro-
cesos de aprendizaje y desarrollo
de sistemas locales (Pfr. Yoguel,
2000: 11), temáticas que también
son excluidas del campo de análi-
sis del pensamiento económico
dominante.

El análisis que vincula el territo-
rio con los procesos de innovación
incorpora una interesante vertien-
te para el análisis institucional y el
desarrollo local (ver Poma, 2000:
373 y ss.). Conlleva indagar sobre
la “atmósfera” que potencialmente
podría generarse en determina-
dos ámbitos según los modelos
de aprendizaje y de “pro-ducción”
de conocimiento que generen sus
agentes e instituciones.  Desde
esta concepción, el territorio im-
porta en tanto trama de relaciones
entre la dimensión productivo-
económica y la dimensión institu-
cional. Los actores y las institucio-
nes se convierten en agentes di-
rectos del proceso competitivo; no

son una externalidad (Pfr. Bos-
cherini y Poma, ibid, 27).  

Observar la realidad local desde
la perspectiva de si constituye o
no, o si puede constituir o no, un
sistema institucional territorial ha-
ce que las instituciones sean vi-
sualizadas más en términos de
governance que como instrumen-
to de government, identificando
en qué medida están capacitadas
para la producción de conocimien-
to y la adopción de conductas co-
lectivas para enfrentar los proce-
sos de globalización (ibidem, 30). 

Desde este enfoque, también
acordamos con la escuela regula-
cionista en cuanto a que los mer-
cados necesitan de las institucio-
nes para ser eficaces y que el es-
tado debe ser tomado en cuenta
como un factor de desarrollo y no
exclusivamente como ineficaz y
distorsivo según se le endilga des-
de el neoliberalismo.  Entre el es-
tado y el mercado puede darse
más complementación que con-
tradicción (Boyer, 1995: 188).  Es-
to predetermina un amplio campo
de posibilidades para pasar del
modelo neoliberal a una propues-
ta de desarrollo local, regional (y
nacional) en el sentido que aquí
venimos postulando.

Los regulacionistas también con-
sideran las instituciones como va-
riables endógenas esenciales del
análisis económico.  Las institu-
ciones constituyen un puente en-
tre la esfera política y la económi-
ca, son las formas de interacción
regular y estratégica de los agen-
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tes y como tales determinan el de-
sarrollo económico.

Precisamente en el ámbito de los
gobiernos provinciales y munici-
pales no hay experiencia ni eva-
luación sobre los modelos institu-
cionales vigentes, menos sobre
los alternativos que incorporen
con regularidad la participación de
la población local. Y, sin embargo,
hay expresas manifestaciones
(desde los más diversos sectores
nacionales e internacionales) so-
bre la necesidad de que los go-
biernos provinciales y locales (e
incluso los nacionales) avancen
hacia una renovación de sus insti-
tuciones, adecuándolas a las
transformaciones socioeconómi-
cas operadas desde los años ´80. 

La problemática regional argenti-
na presenta fuertes rigideces de
carácter institucional, regularida-
des en los comportamientos de
los gobiernos y de los ciudadanos,
que hasta el presente han opera-
do limitando considerablemente
las posibilidades de desarrollo de
muchas de las provincias del inte-
rior, especialmente de las más po-
bres.  Por ello es de actualidad se-
ñalar el divorcio entre el despilfa-
rro de recursos en el manejo y
gestión del estado y las necesida-
des extremas de la población,
afectada en general por la pobre-
za y la desocupación.  

Concluyendo, políticas clientelís-
ticas, usos indebidos del aparato
del estado,  burocracia ineficiente,
ausencia de transparencia y de
participación e inexistencia de
control social de la gestión pública
en general, derivan y favorecen el
ejercicio de gobiernos corruptos,
donde el fin de la política es el en-
riquecimiento personal y no el tra-
bajo para y por la gente.  En este
contexto mejorar y aumentar la
producción, la competitividad y,
en definitiva, el desempeño eco-
nómico no están entre sus metas,
ni pueden estarlo.

En la medida que estos procesos
se consolidan, comprometiendo,
uno a uno, todos los poderes polí-
ticos, el deterioro moral avanza y
llega a la población, a la sociedad
civil. Y así algunos ciudadanos
arriesgan también su ética en es-
te accionar perverso, mientras
otros van alejándose más y más
de la política, en sus formas y ma-
nifestaciones tradicionales. Se
produce así un creciente desinte-
rés por la política y los políticos en
su versión comúnmente conocida,
ante la evidencia de que este fun-
cionamiento viciado e inmoral es
estructural y sistémico.  

Sin embargo, sólo más política,
otra política puede revertir este
proceso.
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